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Dº COMPETENCIA 
 

Condena cártel de camiones aplicando criterio del TJUE 

SAP, León, Sección 1, núm 588/2022, de 19 de septiembre de 2022, recurso: 84/2020. 

Ponente: Excma. Dña. Ana del Ser López.  

Antecedentes – Prescripción de la acción por daños – Estimación judicial del 

daño (sinopsis de Fernando Zunzunegui y Mercedes Viudes) 

Antecedentes: “[…] En fecha 1 de abril de 2018 se presenta demanda contra AB VOLVO y 

DAF TRUCKS NV, en la que se solicita la condena solidaria a abonar al actor la cantidad de 

38.148,71 euros o cantidad que resulte procedente, más los intereses legales y costas. El 

demandante adquiere tres camiones mediante contratos de leasing durante los años 2006 y 

2007 de las entidades demandadas […]. Se ejercita una acción follow on, solicitando la 

indemnización de los perjuicios derivados de la conducta anticompetitiva de las demandadas, 

sancionada en la Decisión de la Comisión Europea de 19 de julio de 2016 dictada en el 

procedimiento "Asunto AT.39824- Camiones", publicada en el DOUE de 6 de abril de 2017. 

En ella se sanciona a los principales fabricantes de camiones del mercado de la Unión Europea 

por un cártel que estuvo vigente entre enero de 1997 y enero de 2011, en el cual, según establece 

la Comisión Europea, las empresas sancionadas mantuvieron un comportamiento infractor del 

artículo 101 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). La infracción 

consistió en acuerdos colusorios sobre la fijación de precios y sus incrementos, así como el 

calendario y la repercusión de los costes para la introducción de tecnologías de emisiones en 

el caso de los camiones medios y pesados exigida por las normas. […] Las entidades 

demandadas AB VOLVO y DAF TRUCKS N.V. se oponen a la demanda alegando, entre otras 

cuestiones, la prescripción de la acción de indemnización por transcurso del plazo de 1 año 

(acción de responsabilidad extracontractual) […]. La sentencia recurrida estima parcialmente 

la demanda interpuesta en ejercicio de la acción de reclamación por daños y condena a las 

demandadas al abono al demandante de una compensación consistente en el 15% del precio 

de adquisición de los vehículos, más los intereses legales desde la fecha de interposición de la 

demanda, y sin condena en costas. La sentencia de primera instancia rechaza la excepción de 

prescripción de la acción porque aplica el plazo de prescripción de 5 años previsto en el artículo 

74 de la Ley de Defensa de la Competencia ya en vigor en la fecha de interposición de la 

demanda, plazo que se introduce en derecho español con la publicación del Decreto-Ley 

9/2017 que transpone la Directiva de daños. […]” 

 

Prescripción de las acciones por daños: “[…] Las entidades recurrentes defienden que 

la Directiva 2014/104 no se aplica retroactivamente porque las prácticas anticompetitivas 

sancionadas por la Comisión Europea cesaron el 18 de enero de 2011 y la Directiva fue 

promulgada el 26 de noviembre de 2014 y transpuesta al ordenamiento jurídico español por 

Real-Decreto 9/2017, de 26 de mayo. El régimen que consideran aplicable, el artículo 1902 del 

Código Civil, exige la prueba de la existencia y cuantía del daño […].  Esta problemática jurídica 

sobre la vigencia y aplicabilidad de la norma europea es la que obliga a plantear la cuestión 

prejudicial al Tribunal de Justicia para aclarar las dudas interpretativas sobre la Directiva de 
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Daños. […] La cuestión prejudicial sobre la aplicación del plazo de cinco años recibe respuesta 

en la STJUE de 22 de junio de 2022 (asunto C- 267/20) que considera aplicable a estos litigios 

conocidos como el "cártel de los camiones" el artículo 10 de la Directiva 2014/104/UE y el 

artículo 74.1 LDC, en los siguientes términos: Aunque se trata de una disposición sustantiva a 

efectos del artículo 22, apartado 1, de dicha Directiva se considera que el plazo de prescripción 

aplicable a esa acción en virtud de la regulación anterior no se había agotado antes de que 

expirara el plazo de transposición de la Directiva. El carácter sustantivo de la norma 

sobre prescripción no permite la reactivación de acciones ya extinguidas de 

acuerdo con el régimen legal precedente, pero sí permite valorar la aplicabilidad 

de las nuevas reglas a acciones vivas, aún no ejercitadas en el momento de la 

entrada en vigor de la reforma de la Ley de Defensa de la Competencia (caso objeto 

del procedimiento), incluso del plazo de transposición de la Directiva (27 de diciembre de 

2016). En el párrafo 74 de la Sentencia se describe este supuesto como la situación que sigue 

surtiendo sus efectos después de que hubiese expirado el plazo de transposición de la Directiva 

(incluso después de la fechade entrada en vigor del Real Decreto-ley 9/2017, que transpone la 

Directiva). Se trata del supuesto previsto en derecho nacional con carácter general en la 

Disposición Transitoria Cuarta del Código Civil, que permitió la interpretación conforme al 

principio de efectividad que el Juez de lo Mercantil realiza en la sentencia recurrida sobre la 

aplicación del plazo de prescripción de 5 años, como argumento de refuerzo. Por otra parte, 

[…] [e]l Tribunal de Justicia en la Sentencia de 22 de junio de 2022 (párrafo 71) considera 

razonablemente que el perjudicado tuvo conocimiento de la información indispensable para el 

ejercicio de la acción por daños en la fecha de publicación del resumen de la Decisión final en 

el Diario Oficial de la Unión Europea, el 6 de abril de 2017. En definitiva, como el dies a 

quo viene determinado por la fecha de publicación en el DOUE de la Decisión (6 

de abril de 2017) y el plazo de prescripción previsto en el artículo 74.1 LDC 

(aplicable a una situación jurídica que sigue surtiendo efectos) es de cinco años, 

no puede considerarse prescrita la acción en la fecha de presentación de la 

demanda. […]” [Énfasis añadido] 

 

Estimación judicial del daño: “[…] El Tribunal de Justicia considera que las dudas que se 

plantean por esta Audiencia Provincial en la cuestión prejudicial se refieren también a la 

presunción "iuris tantum" del daño, prevista en el artículo 17.2 de la Directiva […]. Argumenta 

que se desprende del considerando 47 de la Directiva 2014/104, que el legislador de la Unión 

limitó esta presunción a los asuntos relacionados con cárteles, dada su naturaleza secreta, lo 

que aumenta la asimetría de información y dificulta a los perjudicados la obtención de las 

pruebas necesarias para acreditar el perjuicio. […]  La Sentencia de instancia en el fundamento 

jurídico quinto se refiere de forma expresa a la relación de causalidad que trata lógicamente 

como la cuestión central de la controversia. Este Tribunal comparte los razonamientos de la 

sentencia recurrida, salvo los relativos a la presunción del daño con fundamento en la 

regulación de la Directiva que como norma de carácter sustantivo no es aplicable. Sin 

embargo, los razonamientos que derivan de lo expuesto en el anterior 

fundamento jurídico implican que una infracción de cártel determina la entrada 

en funcionamiento de las presunciones relativas a la relación de causalidad y a la 

existencia del daño, por aplicación del artículo 101 TFUE que reconoce el derecho 

de los perjudicados a la indemnización por conductas anticompetitivas de modo 

que su ejercicio no resulte prácticamente imposible ni excesivamente difícil. […] 

En el fundamento quinto de la Sentencia de instancia se dice que: "no puede concluirse del 

contenido de la Decisión que la misma se limite a constatar un mero intercambio de 
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información sobre precios brutos, sino que más allá de esta, los participantes en el cártel 

adoptaron acuerdos de fijación de precios, cuyos efectos apreciables sobre el comercio 

aquella presume". Compartimos esta conclusión pues no tendría lógica entender que, si los 

fabricantes intervinientes en el cártel pretendían falsear la competencia mediante un acuerdo 

colusorio sobre precios brutos, después dejaran a los concesionarios independientes plena 

libertad para fijarlos precios netos. El acuerdo de fijación de precios brutos tenía como 

finalidad la de evitar la incertidumbre de la competencia, por lo que carece de sentido que 

posteriormente en la cadena de distribución se respetaran las normas de libre competencia, de 

modo que el acuerdo colusorio necesariamente debía comprender la fijación de precios. […]  

El período prolongado de duración del cártel y la importante cuota de mercado que cubrían los 

integrantes, superior al 90%, también permite deducir que su finalidad no era el simple 

intercambio de información sobre precios, sino que con esa información se suprimiría el riesgo 

de la incertidumbre que conlleva siempre la competencia para sustituirlo por una coordinación 

de los intervinientes en la fijación e incremento de los precios brutos. […]Por tanto, la facultad 

judicial de estimación del daño resulta aplicable a la acción por daños ejercitada después del 

26 de diciembre de 2014 y después de la entrada en vigor de las disposiciones que transponen 

tal Directiva al Derecho Nacional. […] [U]na vez establecida la responsabilidad, y si resulta 

prácticamente imposible o excesivamente difícil cuantificar con precisión el perjuicio sufrido, 

esta herramienta atenúa considerablemente la obligación el demandante (característica de los 

procedimientos de reclamación de daños) de probar y concretar con precisión la cuantía del 

daño sufrido y refuerza la que es tarea natural del juez en los procedimientos de daños, que es 

la determinación de la cuantía del daño. […] En este contexto resulta razonable que el Juez de 

instancia considere las conclusiones del informe OXERA sobre cuantificación de daños 

elaborado para la Comisión Europea en 2009 como fundamento del cálculo del 15% de 

perjuicio soportado. Ante la imposibilidad de alcanzar una conclusión con las pruebas 

aportadas, el órgano judicial debe realizar una estimación alzada de carácter discrecional, pero 

no arbitrario, que por ello puede descansar sobre un cálculo estadístico de carácter general. 

[…]” [Énfasis añadido] 

Texto completo de la sentencia 
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